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Bogotá D.C., dieciocho (18) de julio de dos mil veintitrés (2023) 

 

RADICADO 11001-33-35-009-2015-00021-00  

NATURALEZA 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL    

DERECHO  

DEMANDANTE LAURA PATRICIA ZULETA QUINTERO  

DEMANDADO  
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL – POLICÍA NACIONAL 

 

Cumplidas las etapas del proceso y los presupuestos procesales del medio de control 

de nulidad y restablecimiento del derecho laboral sin que se adviertan causales de 

nulidad, el Juzgado, en primera instancia, profiere sentencia en el proceso iniciado 

por la señora Laura Patricia Zuleta Quintero contra la Nación – Ministerio 

de Defensa Nacional – Policía Nacional.  

 

I. Antecedentes 

 

1.1. La demanda y su contestación 

 

1.1.1. Pretensiones 

 

Según el libelo inicial, la parte actora en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho (art. 138 del CPACA), pretende la nulidad de (i) la 

Resolución No. 02212 del 06 de junio de 2014, por medio de la cual se ordenó 

su retiro del servicio activo por la causal de retiro discrecional; (ii) del acta No. 008 

del 05 de junio de 2014 de la Junta de Evaluación y Clasificación para Suboficiales1.  

Como consecuencia de lo anterior y, a título de restablecimiento del derecho, solicita 

que se ordene: i) reintegrar al servicio activo de le Policía Nacional a la accionante; 

ii) que se ascienda al grado que hayan obtenido sus compañeros de curso 

conservando siempre la misma precedencia en el Escalafón del Nivel Ejecutivo de la 

 

1 El 04 de octubre de 2016 fue declarada de oficio la inepta demanda parcial frente al acta No. 008 

del 05 de junio de 2014 expedida por la Junta de Evaluación y Clasificación de Suboficiales, 

personal del nivel ejecutivo y agentes, por no ser un acto administrativo enjuiciable ante ésta 

jurisdicción.  
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Policía, que tenía al momento de su retiro del servicio activo (06 de junio de 2014); 

iii) se ordene a la entidad accionada a pagar la totalidad de los haberes (Salarios, 

Primas, Subsidios y demás emolumentos) dejados de percibir desde la fecha de retiro 

efectivo del servicio (06 de junio de 2014 ) y las prestaciones legales y/o extralegales, 

a que tenga derecho al momento del reintegro, a título de indemnización; iv) se 

declare para todos los efectos legales y en particular para los de prestaciones sociales, 

tiempo de servicio y reconocimiento de ascensos, que no ha habido solución alguna 

de continuidad en los servicios prestados por el Patrullera ® LAURA PATRICIA 

ZULETA QUINTERO a la Policía Nacional, entre la fecha de su retiro del servicio 

activo (06 de junio de 2014 ) donde el último cargo desempeñado fue el de integrante 

de la Dirección de Protección de la Policía Nacional asignada al esquema de 

seguridad de la Doctora MARTA LUCIA RAMIREZ excandidata a la presidencia de 

la Republica con sede en la Ciudad de Bogotá o aquella en que se produzca su efectivo 

reintegro a dicha Institución, ordenando a la Policía Nacional, que así lo haga constar 

en su hoja de vida; v) que se dé cumplimiento a la sentencia en los términos 

establecidos en la ley.  

 

1.1.2. Fundamentos fácticos  

 

En síntesis, narró que ingresó a la Policía Nacional, el 15 de enero de 2011, después 

de graduarse fue remitida a la ciudad de Pereira Risaralda, siendo asignada a laborar 

en el grupo de reacción inmediata, los escorpiones en la patrulla motorizada 

escorpión 9, con excelentes resultados operativos dentro de ellos capturas 

significativas de personas involucradas en ilícitos, posteriormente en junio de 2011 

fue trasladada al grupo de protección ambiental y ecológica donde en el área de 

educación ambiental, por lo méritos, calidades, cualidades y por cumplir con un 

perfil especifico que pide el área en el año 2012 fue destinada a laborar en la 

Dirección de Protección en la ciudad de Bogotá, siendo presentada a la Presidencia 

de la República donde trabajó hasta diciembre de 2012, luego en enero de 2013 fue 

destinada a laborar en el nivel central de la Dirección de Protección donde se 

desempeñó como secretaria de la oficina de planeación y en junio de ese mismo año 

decidieron enviarla al área de protección a personas, siendo destinada para prestar 

su apoyo durante el mes de octubre, noviembre y diciembre en el esquema del Dr. 

Álvaro Uribe Vélez, expresidente de la república. 

 

En febrero del año 2014, fue asignada al esquema de seguridad de la Dra. Martha 

Lucia Ramírez, quien para esa fecha era candidata a la presidencia de la república 

como apoyo para la época electoral. 

 

El día 28 de mayo de 2014, por medio de WhatsApp, la actora reenvió un mensaje 

de texto que le había llegado a su celular, a un compañero con el cual se conocen 

desde el año 2005 y son paisanos (Yeison Mauricio Marín Osorio - Patrullero de la 

Policía), mensaje que contenía al parecer información relacionada con aspectos de 

análisis de los diálogos de paz que se llevan en la Habana Cuba. 
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El patrullero Yeison Mauricio Marín, quien había recibido el mensaje el 28 de mayo 

de 2014, solo rindió informe a su superior el 04 de junio de 2014, y el General Rene 

Salamanca envió sendos informes uno al señor Director de Talento Humano en el 

que solicitaba que se hiciera sesión de Junta de evaluación para que fuera retirada, 

y otro enviado Inspección General de la Policía con el fin de que fuera investigada 

disciplinariamente; el 05 de junio de 2014 se celebró la Junta de Evaluación que 

terminó con la carrera de Laura Patricia Zuleta Quintero. 

 

El mensaje que denunció el patrullero Marín fue reenviado de la misma forma como 

llegó al celular de la actora, que refiere no recuerda la procedencia del mismo, y se 

indica no es de su autoría intelectual, al momento de su envío fue borrado por la 

actora, al igual que sus compañeros de trabajo y amigos que también les había 

llegado por mensaje de difusión. 

 

El 05 de junio de 2014, la actora se presentó al Grupo de Protección, quedando 

disponible, siendo enviada al archivo de esa oficina mientras salía destinada según 

sus jefes a laborar en un esquema como mujer de protección, el General Salamanca 

Ramírez Rene, ordenó que tuvieran al día su folio de vida porque lo solicitaba 

urgente, se pensó que era para su nueva destinación, pero sin lugar a equívocos fue 

para montar su retiro y darle visos de legalidad.  

 

El 06 de junio de 2014, le fue notificada la Resolución No. 02212 de 06 de junio de 

2014, con la cual se retiró del servicio, sin saber previamente el motivo que originaba 

esa decisión, acto el cual aduce viola el debido proceso, pues no se dejó previo a la 

decisión ejercer el derecho de defensa. 

Manifiesta que de los considerandos de la resolución acusada se indica que el señor 

Director De Protección y Servicios Especiales William Rene Salamanca envió zendo 

informe a la Dirección General de la Policía donde a manera de sentencia 0 juicios 

de valor y apriorísticos, sin haber escuchado a la candidata a retiro; que la Patrullero 

Zuleta manifiesta su simpatía y afinidad política en relación a un candidato “X” al 

momento de enviar el mensaje de difusión y que desdibuja el concepto 

constitucional, la buena prestación del servicio y la credibilidad en la sociedad, este 

concepto es violatorio de derechos fundamentales, porque se puede evidenciar que 

su desempeño en su trabajo en los últimos 4 años ha sido excelente y donde se 

evidencia que no tiene ninguna investigación disciplinaria o afectación a su folio de 

vida. 

 

No obstante haber sido retirada de la institución por haber enviado supuestamente 

un mensaje de texto y como lo indicó el General Palomino López director de la Policía 

en entrevista radial y televisada sobre el caso que nos ocupa indicó: “que si 

inocentemente había pecado tenía su consecuente sanción” lo que indica que el retiro 

es una sanción, de todas maneras el día 12 de junio de 2014 a las 12:30 horas fue 

citada ante la Inspección General, para ser notificada de la apertura de investigación 

disciplinaria por los mismos hechos por los que ya había sido retirada, mediante el 

proceso P-GRUTE -2014-15, la institución policial inició la investigación 
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disciplinaria, violando el principio del non bis ibídem.  

 

Indica que un simple informe con un rumor y unos prejuicios fue la única “prueba” 

tenida en cuenta para acabar con el proyecto de vida que tenían la accionante 

edificado.  

 

El 01 de junio de 2014, fue transmitido a toda la comunidad policial, un mensaje 

suscrito por el candidato Juan Manuel Santos Calderón, a través del cual en síntesis 

además de reconocer el invaluable aporte que genera la policía a la ciudadanía, les 

manifiesta que: “estos hechos, que ustedes conocen en detalle, por sí mismo     contradicen 

las versiones malintencionadas que se han venido reiterando en la web y las redes sociales, 

sobre un supuesto debilitamiento de la institución policial, las cuales rechazo 

enfáticamente, porque son totalmente ajenas a la realidad ya los   objetivos del Gobierno 

Nacional. Hoy les pido: no crean esas mentiras   y no se dejen manipular por quienes ponen 

a circular esos rumores   con fines políticos.” 

 

 

Si bien lo que se plasmará a continuación no es un hecho sino apreciación y/o 

cuestionamiento del actor, considera este Despacho plasmarlo en dicho acápite.  

 

Dice el accionante que con el mensaje emitido por el candidato Juan Manuel Santos 

Calderón, que este hace alusión al mensaje que sin ningún tinte ni malicia, trasmitió 

Laura Patricia Zuleta Quintero, por lo que se pregunta “no es cuestionable que por los 

canales de la institución se trasmita mensaje con tinte político del señor Presidente, hacia 

un PUBLICO receptor de mensaje que por disposición constitucional es NO 

DELIBERANTE, pero si se toma drásticas decisiones por el reenvió de un mensaje que no 

es de autoría de la actora? Y que según la jurada solo le llego al patrullero MARIN.” 

 

Con el fin de aclarar estos hechos de la trasmisión del mensaje del candidato 

presidente la actora elevo petición el 28 de agosto de 2014 radicado No. 011639 al 

señor director general de la Policía la que fue contestada mediante el Oficio No. S 

2014 049830 SEGEN ARJUR 15.1 suscrito por el coronel Ciro Carvajal secretario 

general de la Policía en el que da respuesta, pero no de fondo, pues nunca indicó 

quién autorizó o que norma le permitía a la Dirección de la Policía trasmitir un 

mensaje del presidente en plena campaña electoral a miembros de la institución 

policial que en voces del artículo 219 de la carta no son deliberantes. 

 

1.1.3. Normas Violadas y Concepto de Violación 

 

El extremo activo invocó como normas violadas: 

 

-Constitución Política arts. 2, 6, 13, 29, 47, 53, 83, 216, 218, 219 y 220.    

-CPACA art. 44 y 138. 

-Decreto 1791 de 2000. 

-Decreto 1800 de 2000. 
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Asimismo, arguye que los actos administrativos demandados fueron expedidos con 

infracción de las normas en que debía fundarse, pues nunca se agotó el debido 

proceso, que era de imperiosa obligatoriedad. 

 

En el proceso fue reiterada la violación del derecho a la defensa y al debido proceso, 

y adicional por los mismos hechos se investiga disciplinariamente a la actora, para 

que se aplique la causal de voluntad del gobierno para retirar a la actora es necesario 

que se agote el debido proceso, es decir, que se ponga a disposición de la candidata 

al retiro,  los cargos con los que se pretende motivar el acto de retiro, pero en este 

caso con un informe que rinde un patrullero, sin comprobar la veracidad de su dicho, 

y sin tener claridad de las intenciones con las que rindió tal informe,  y se decide el 

retiro del servicio. 

 

El derecho de defensa consiste en la capacidad de ser oído; el conocimiento de la 

imputación; la necesaria correlación que debe existir entre la imputación y el fallo; 

la posibilidad de probar y controlar la prueba; y la equiparación de posiciones entre 

el acusador y el acusado; y sin lugar a dudas un presupuesto de validez del 

procedimiento y en fin de la sentencia, será la defensa técnica eficaz; situación que 

en este caso no se dio.  

 

De otro lado en cuanto a la supuesta participación en política de la accionante 

censura que, la Policía Nacional debió haber definido en primer término (i) en que 

consiste el acto de “difundir’, (ii) qué se entiende por “propaganda electoral”, (iii) 

qué se entiende por “partido político”, “agrupación política” o “movimiento político”, 

establecidas tales definiciones, la Policía Nacional debió haber procedido a estudiar 

las pruebas relevantes que pudieran demostrar, punto por punto, que la actora si 

cometió esa relación tan impresionante de faltas. 

 

Señala que la Corte Constitucional2, ha indicado respecto de la sanción 

administrativa que, “la proporcionalidad implica también que ella no resulte excesiva en 

rigidez frente a la gravedad de la conducta, ni tampoco carente de importancia frente a 

esa misma gravedad.”; y el Consejo de Estado3 ha dicho en cuanto a la 

proporcionalidad disciplinaria de la sanción que la misma está íntimamente ligada a 

culpabilidad que se logre demostrar durante el proceso en cabeza del funcionario 

disciplinario.   

 

Finalmente, manifiesta que los actos administrativos demandados también fueron 

expedidos con falsa motivación, y desviación de poder, en tanto, el retiro del servicio 

activo de la Policía Nacional por la causal de discrecionalidad, a que se refiere el 

 

2 Corte Constitucional, sentencia C-125 de 2003 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra). 

3 De Palma Del Teso, Ángeles, ‘El Principio de Culpabilidad en el Derecho Administrativo Sancionador’.  Editorial Tecnos, 

Madrid (España), 1996. Páginas 44 y 45. ibídem, Paginas 45 y 46. * Consejo de Estado — Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”. Sentencia del 19 de mayo de 2011. Radicación No. 25000-23-25-000-

2000-00281-01 (2157-05). Consejero Ponente: Víctor Hernando Alvarado Ardila. 
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artículo 62° del decreto Ley 1791 de 2000 necesita para su aplicación, que medien el 

análisis para el retiro de acuerdo con la sentencia C-179/06 que declaró 

EXEQUIBLES los artículos 4, parcial, de la Ley 857 de 2003, y 104 del Decreto-ley 

1770 de 2000. 

 

1.1.4. Contestación de la demanda4  

 

La entidad demandada presentó escrito de contestación en los siguientes términos:  

 

Frente a los hechos que sustentan las pretensiones de la demanda, indicó que, los 

hechos 1 al 13 no eran objeto del litigio de la presente demanda, toda vez que 

son manifestaciones meramente subjetivas sin especificar las razones de tiempo, 

modo y lugar en que tuvo ocurrencia el retiro de la Institución por Voluntad de la 

Dirección General; Los hechos 15 y 16, no son objeto de litigio, toda vez que no 

se está analizando la fecha en que el señor Yeison Mauricio Marín, rindió el informe 

(04/06/2014), ni mucho menos las apreciaciones subjetivas que agrega en tales 

numerales; así como tampoco lo son los hechos 19, 24, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 

36 37, 395, 406, 52, 53, 57, 58, 59. 

 

Es parcialmente cierto el hecho 14, a través del cual la parte actora indica haber 

enviado un mensaje de texto por medio de la aplicación de mensajería instantánea 

WhatsApp, a una persona a la cual denominó en su momento con cierta afinidad, 

agregando que no era la autora intelectual del mensaje enviado, ahora bien, se 

considera parcialmente cierto por las siguientes razones:  

 

 

4 PDF 02CuadernoDos pp. 3-55. 

5 No es un hecho materia de litigio ya que no se está hablando de las labores realizadas anteriormente por la 

patrullera Laura Patricia Zuleta Quintero, si bien se relatan valoraciones subjetivas, dentro de la misma 

presentación de la demanda y narración de los hechos se menciona con claridad la accionante envió los  

mensajes de mensajería instantánea. 

6 No es un hecho materia de litigio ya que no se está hablando de las labores realizadas anteriormente por la 

patrullera Laura Patricia Zuleta Quintero, si bien se relatan valoraciones subjetivas, dentro de la misma 

presentación de la demanda y narración de los hechos se menciona con claridad la accionante envió los 

mensajes de mensajería instantánea. 
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No son ciertos los hechos 17, 18, 20, 25, 26, 27, 38, 41, 427, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 

49, 50, 51, 54, 55, 56. 

 

Son ciertos los hechos 21 al 23, y se deja constancia que frente al poder de difusión 

que tiene la mensajería instantánea la Policía Nacional, cuenta con el instructivo No. 

023 / DIPON-COEST-70-LINEAMIENTOS PARA EL CORRECTO USO Y 

ADMINISTRACIÓN DE LAS REDES SOCIALES del 04 de octubre de 2012, mismo 

que viene acompañado de un anexo que, resalta los “Parámetros estratégicos para 

la contextualización de los miembros de la institución sobre las redes sociales, su 

interacción, participación y gestión en la comunicación.”, en el que se destaca entre 

otros:  

 

 

 

7 No es cierto ya que los descargos no son requisito para la conformación de las juntas de evaluación y 

clasificación, para este caso nivel ejecutivo.  
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En ese sentido ya se había establecido cual era la responsabilidad que tienen los 

uniformados adscritos a la Policía Nacional al recepcionar mensajes por redes 

sociales.  

 

Como argumentos de defensa explica las diferencias entra la facultad discrecional y 

la potestad disciplinarias plasmándolas en el siguiente cuadro:  
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La anterior distinción se hace, en tanto que, la parte actora indica que en caso de que 

fuera una delincuente debía ser judicializada por estos hechos, lo cual se aclara, que 

las dos situaciones jurídicas, esto es, la investigación disciplinaria y la potestad 

disciplinaria son situaciones diferentes, como quiera que el retiro por voluntad de la 

dirección general es diferente del proceso penal; no se está discutiendo los procesos 

penales que tenga en su esfera civil ni ámbito personal.  

 

El retiro del servicio para el personal de oficiales, nivel ejecutivo, suboficiales y 

agentes de policía está contemplado en el Decreto Ley 1791 de 2000, en el Art. 54, y 

las causales por las cuales se puede dar se hayan en el canon 55 y 62, en el presente 

caso se dio con respaldo en el art. 62 “Retiro por voluntad del gobierno, o de la 

dirección general de la Policía Nacional”, es decir la referida Dirección General, está 

facultada para ejercer la función discrecional de retirar en forma absoluta al personal 

del servicio activo de la institución, previo concepto de la Junta Asesora, más aun 

teniendo en cuenta que el control y la confianza son uno de los factores más 

importantes sobre los cuales se cimenta la institución policial.  

 

Relaciona jurisprudencia de la Corte Constitucional8, frente a la discrecionalidad en 

el retiro del servicio, concluyendo que tal facultad de retirar del servicio activo al 

personal del nivel Ejecutivo, Suboficiales y Agentes, por la causal denominada 

“voluntad de la Dirección General”, se realizan dentro del ejercicio de la potestad 

legal de su función y en procura de cumplir la misión constitucional otorgada a la 

institución; en particular en la sentencia SU-053-15 se consignan argumentos 

propios de la causal de retiro por voluntad de la Dirección General, como lo son:  

 

 

8 Sentencia 0-525 del 16 de noviembre de 1995; SU-053-15 
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Indicando que, frente a dicha sentencia en mención, se señalan varios estándares 

de motivación en los actos administrativos de retiro por facultad discrecional así:  
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De otro lado, señala jurisprudencia del Consejo de Estado9 que indica:  

 

 

 

 

9 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, subsección A, Consejero 
Ponente: Dra. Luis Rafael Vergara Quintero -  sentencia del 26 de marzo de 2009, rad: 25000-2523-000-
2004-05256-01-(509-08). 
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Como argumentos de defensa, arguye que, los actos demandados cumplen a 

cabalidad las exigencias de las altas cortes, los motivos del retiro discrecional fueron 

fundados pues se indicaron las razones por las se perdió la confianza en la 

accionante, el actuar de ésta se dijo entre otras que “además de constituir una clara 

vulneración a la confianza que el mando institucional ha depositado en ella como 

integrante de la Policía Nacional y que ha transgredido el mandato constitucional, 

resulta en mayor medida gravosa, en tanto su labor como mujer de protección de 

una persona hasta hace poco candidata y hoy en día actor político de relevancia en el 

próximo certamen electoral, demanda de ella la máxima discreción, reserva, 

confidencialidad e imparcialidad.  

 

Reiteran que, con la actuación desplegada por la accionante, desconoció las 

instrucciones impartidas sobre el correcto uso y administración de las redes sociales, 

lineamientos que fueron impartidos mediante Instructivo No. 023 del 04 de octubre 
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de 2012; de conformidad con el art. 219 del Constitución Política, la Fuerza Pública 

no es deliberante, no pueden ejercer la función del sufragio mientras permanezcan 

en el servicio activo, ni intervenir en actividades o debates de partidos o movimientos 

políticos.  

 

Finalmente, en cuanto al ascenso de la actora, indica que la escala piramidal que 

caracteriza las fuerzas armadas impide el ascenso de todos, esto10 no se produce por 

el solo transcurso del tiempo. 

 

Por todo lo anterior, solicita se desestimen todas y cada una de las pretensiones de 

la demanda.  

 

1.2. Trámite procesal  

 

La demanda fue radicada el 15 de enero de 201511; mediante auto del 09 de febrero 

de 201512, este Despacho Judicial la inadmitió.  

 

Una vez subsanada esta, mediante proveído del 20 de marzo de 201513, se admitió el 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contra la Nación – 

Ministerio de Defensa – Policía Nacional.    

 

Posteriormente, con auto del 27 de junio de 201614, se fijó fecha de audiencia inicial, 

para el 04 de octubre de 2016, llegada la fecha y hora señalada se llevó cabo la 

audiencia15 donde se tuvo por contestada la demanda, se advirtió de una excepción 

que fue declarada de oficio (inepta demanda parcial frente al acta No. 008 del 05 de 

junio de 2014 expedida por la Junta de Evaluación y Clasificación de Suboficiales, 

personal del nivel ejecutivo y agentes, por no ser un acto administrativo enjuiciable 

ante ésta jurisdicción); aunado a lo anterior se consideró que existía una 

insuficiencia en el poder otorgado al apoderado de la parte actora, con relación al 

acta No. 008 de  05 de junio de 2014, toda vez que solo fue conferido para demandar 

la Resolución No. 02212 del 06 del 06 de junio de 2014, decisión que fue apelada por 

la parte demandante, concediéndole tal recurso.  

 

El 20 de octubre de 201616, le correspondió conocer del asunto por reparto a la Dra. 

Patricia Victoria Manjarrez Bravo, Magistrada de la Subsección E, Sección Segunda 

del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, quien a través del proveído de fecha 

18 de agosto de 201717, confirmó la decisión adoptada por este Despacho, ordenando 

 

10 (El ascenso). 
11 PDF 002  ubicado en la carpeta titulada – digitalizado contratista – cuaderno1. 
12 PDF 008 ubicado en la carpeta titulada – digitalizado contratista – cuaderno1. 
13 PDF 011 ubicado en la carpeta titulada – digitalizado contratista – cuaderno1. 
14 PDF 005 ubicado en la carpeta titulada – digitalizado contratista – cuaderno2. 
15 PDF 010 ubicado en la carpeta titulada – digitalizado contratista – cuaderno2. 
16 PDF 16 ubicado en la carpeta titulada – digitalizado contratista – cuaderno2. 

17 PDF 20 ubicado en la carpeta titulada – digitalizado contratista – cuaderno2. 

https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/DigitalizadoContratista/Cuaderno1/002ActaDeReparto%20(19).pdf?csf=1&web=1&e=d6x0Oe
https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/DigitalizadoContratista/Cuaderno1/008AutoInadmisorio.pdf?csf=1&web=1&e=NnWZLA
https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/DigitalizadoContratista/Cuaderno1/011AutoAdmisorio%20(3).pdf?csf=1&web=1&e=chiRMq
https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/DigitalizadoContratista/Cuaderno2/005AutoQueFijaFechaParaAudiencia.pdf?csf=1&web=1&e=4BQlwD
https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/DigitalizadoContratista/Cuaderno2/010Audiencia.pdf?csf=1&web=1&e=M7sn8c
https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/DigitalizadoContratista/Cuaderno2/016ActaDeReparto%20(2).pdf?csf=1&web=1&e=XJHpBB
https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/DigitalizadoContratista/Cuaderno2/020Providencia.pdf?csf=1&web=1&e=yyWJHA
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devolver el expediente para continuar con su trámite.  

 

El expediente regresó al Despacho el 06/10/2017, y posteriormente el 07 de 

noviembre de 201718, se obedeció y cumplió lo resuelto por el Tribunal. 

 

La Secretaría liquidó las costas que impuso el Tribunal, y este Despacho con auto del 

28 de mayo de 201819 la aprobó y por un lapsus calami ordenó el archivo del 

expediente cuando se encontraba pendiente el desarrollo del litigio de la Resolución 

02212 del 06 de junio de 2014, por ello con auto del 13 agosto de 201820 enmendó 

dicho yerro, ordenando el ingreso del expediente al Despacho para fijar fecha de 

continuación de la audiencia inicial. 

 

El 30 de septiembre de 201921, se emitió auto fijando fecha de audiencia para el día 

para el día 07 de noviembre de 2019, llegada la fecha y hora señalada se celebró la 

audiencia22, se fijó el litigio, se decretaron las pruebas, no obstante, el apoderado 

presentó recursos en contra de las pruebas 3.4, 4.1, 4.2, 4.3, 4.4, 5, 6.5, y el traslado 

de las excepciones 1.2., 1.3 y 1.4., concediéndose en efecto suspensivo dicho recurso,  

más adelante con auto del  12 de noviembre de 2019, se advirtió que erró en conceder 

el recurso en el efecto suspensivo habida cuenta de conformidad con el numeral 9 de 

art. 243, debió concederse en el efecto devolutivo, razón por la cual se corrigió el 

efecto en el que se remitía, en consecuencia, el Despacho le impuso la carga a la parte 

demandante, de sufragar el costo de reproducción o de las copias de la demanda, la 

contestación, el traslado de las excepciones, el acta de audiencia inicial del 7 de 

noviembre de 2019 y el CD de la audiencia, para surtir el trámite del recurso de 

apelación; Para el cumplimiento de dicha carga, la parte actora contaba con el 

término de cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación del auto, esto es, a partir 

del 14 de noviembre de 2019 y el mismo finalizó el 20 de noviembre de 2019, dando 

cumplimiento a éste de manera extemporánea por lo que con auto del 18 de 

diciembre de 2019, se declaró desierto el recurso interpuesto en la audiencia del 

07/11/2019.   

 

El apoderado de la parte demandante formuló recurso de reposición en subsidio el 

de queja contra el auto que declaró desierto el recurso, resolviéndose a través de auto 

del 10 de febrero de 2020, (i) no reponer el auto del 18 de diciembre de 2019 que 

declaró desierto el recurso y (ii) conceder el recurso de queja ordenando su remisión 

al Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 

 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda – Subsección E, 

 

18 PDF 24 ubicado en la carpeta titulada – digitalizado contratista – cuaderno2. 

19 PDF 28 ubicado en la carpeta titulada – digitalizado contratista – cuaderno2. 

20 PDF 34 ubicado en la carpeta titulada – digitalizado contratista – cuaderno2. 

21 PDF 36 ubicado en la carpeta titulada – digitalizado contratista – cuaderno2. 

22 PDF 37 ubicado en la carpeta titulada – digitalizado contratista – cuaderno2. 

https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/DigitalizadoContratista/Cuaderno2/024AutoDeObedezcaseYCumplase.pdf?csf=1&web=1&e=XAmR5J
https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/DigitalizadoContratista/Cuaderno2/028AutoAprobatorioDeLaLiquidacionDeCredito.pdf?csf=1&web=1&e=VAErXM
https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/DigitalizadoContratista/Cuaderno2/034Providencia.pdf?csf=1&web=1&e=saU67I
https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/DigitalizadoContratista/Cuaderno2/036AutoQueFijaFechaParaAudiencia%20(1).pdf?csf=1&web=1&e=jfAlK2
https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/DigitalizadoContratista/Cuaderno2/037Audiencia.pdf?csf=1&web=1&e=onLfHq
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con auto del 04 octubre de 202123, resolvió declarar improcedente el recurso de 

queja. 

 

El 24 de mayo de 202224, se obedeció y cumplió o dispuesto por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda Subsección E, y se corrió 

traslado de las pruebas presentadas por la entidad demandada.   

 

Finalmente, con auto del 05 de mayo de 202325, se cerró la etapa probatoria y se 

corrió traslado a las partes para alegar de conclusión y al ministerio público para que 

si a bien lo tuviese emitiera su concepto.  

 

1.2.1. Los Alegatos de conclusión.  

 

En el término concedido por el Despacho, la parte actora presentó su escrito de 

alegaciones, la entidad demandada guardó silencio y el Agente del Ministerio 

Público no emitió concepto alguno.  

 

1.2.2. Alegatos de la parte actora 

 

El apoderado de la parte actora en esencia reiteró los hechos y pretensiones de la 

demanda.  

1.2.3. Alegatos de conclusión de la entidad demandada 

 

Pese a estar debidamente notificada por estado, la entidad demandada guardó 

silencio.  

 

1.2.4. Concepto del Ministerio Público    

 

El Agente del Ministerio Público no emitió concepto.  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

2.1. Problema jurídico  

 

De conformidad con la fijación del litigio planteada en auto del 07 de noviembre de 

2019, el problema jurídico se contrae en determinar: 

 

¿se encuentra viciado de nulidad el acto administrativo que dispuso el retiro del 

servicio a la demandante por Voluntad de la Dirección General, al incurrir en las 

causales de nulidad invocadas en la demanda? De ser así ¿hay lugar a ordenar el 

 

23 PDF 09 Cuaderno principal pp. 9-16. 

24 PDF 13 Cuaderno principal.  

25 PDF 16 Cuaderno principal.  

https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/09Actuaci%C3%B3nTribunalQueja.pdf?csf=1&web=1&e=IbZ4pS
https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/13AutoTrasladoPruebas.pdf?csf=1&web=1&e=PXAM0Z
https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/16CorreTrasladoAlegatos.pdf?csf=1&web=1&e=aIkdwh
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reintegro de la demandante al servicio activo en el mismo grado en que se encontraba 

o uno de mayor categoría, al reconocimiento y pago de todos los emolumentos 

dejados de devengar desde que fue retirada del servicio y hasta su efectivo reintegro 

y el pago de perjuicios morales en los términos solicitados? 

 

2.2. De lo acreditado en el proceso 

 

Teniendo en cuenta la fijación del litigio de las pruebas obrantes en el proceso se 

destacan:  

 

2.2.1. Resolución 02212 del 06 de junio de 2014, “Por la cual se retira del servicio 

a una patrullera de la Policía Nacional” (01CuadernoUno pp.18-25 

expediente digital)   

 

2.2.2. Notificación de retiro (01CuadernoUno p. 26 del expediente digital) 

 

2.2.3.  Acta No. 008 APROP-GRURE-3-22, emitida por la Junta de Evaluación 

para Suboficiales, Personal del Nivel Ejecutivo y Agentes el 05 de junio de 

2014. (01CuadernoUno pp. 28-44 del expediente digital) 

 

2.2.4. Informe de novedad del 04/06/2014. (01CuadernoUno pp. 64-65 del 

expediente digital) 

 

2.2.5. Instructivo 023 del 04 de octubre de 2012, “Lineamientos para el correcto 

uso y administración de las redes sociales.” (PDF denominado “Parte 2” 

pp. 1-5 ubicado en la carpeta 04PruebasDocumentales del expediente 

digital) 

 

2.2.6. Instructivo 01/03/ 005 del 10 de enero de 2014 Instrucciones generales 

para evitar la fuga de información que afecte la seguridad institucional. 

(PDF denominado “Parte 2” p. 6 ubicado en la carpeta 

4PruebasDocumentales del expediente digital) 

 

2.2.7. Anexo al instructivo 01/03 005 del 10 de enero de 2014, (PDF denominado 

“Parte 2” pp. 7-8 ubicado en la carpeta 4PruebasDocumentales del 

expediente digital) 

 

https://etbcsj.sharepoint.com/:b:/r/sites/JuzgadoNovenoAdministrativodelCircuitoJudicialJudicialdeBogo/Documentos%20compartidos/General/NULIDAD%20Y%20RESTABLECIMIENTO%20DEL%20DERECHO/2015/11001333500920150002100/04PruebasDocumentales/parte%202.pdf?csf=1&web=1&e=Re01QB
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2.3. Marco Normativo aplicable al caso “sobre el retiro discrecional”  

 

El Decreto 1791 de 2000, <<por el cual se modifican las normas de carrera del Personal 

de Oficiales, Nivel Ejecutivo, Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional>>, establece las 

reglas para el retiro del servicio, en los siguientes términos: 

 

<<ARTÍCULO 54. RETIRO. Es la situación por la cual el personal uniformado, 

sin perder el grado, cesa en la obligación de prestar servicio. 

 

El retiro se hará del nivel ejecutivo y agentes, por resolución ministerial, facultad que 

podrá delegarse en el director general de la Policía Nacional. 

 

ARTÍCULO 55. CAUSALES DE RETIRO. El retiro se produce por las siguientes 

causales: 

 

1. Por solicitud propia. 

2. Por llamamiento a calificar servicios. 

3. Por disminución de la capacidad sicofísica. 

4. Por incapacidad absoluta y permanente o gran invalidez. 

5. Por destitución. 

6. Por voluntad del ministro de Defensa Nacional, o la Dirección General 

de la Policía Nacional por delegación, para el nivel ejecutivo y los 

agentes. 

7. Por no superar la escala de medición del Decreto de Evaluación del Desempeño 

Policial. 

8. Por incapacidad académica. 

9. Por desaparecimiento. 

10. Por muerte. 

 

(…) 

 

ARTÍCULO 62. RETIRO POR VOLUNTAD DEL GOBIERNO, O DE LA 

DIRECCIÓN GENERAL DE LA POLICÍA NACIONAL. Por razones del servicio 

y en forma discrecional, la Dirección General de la Policía Nacional por delegación 

del ministro de Defensa Nacional, para el nivel ejecutivo y agentes podrán disponer 

el retiro del personal con cualquier tiempo de servicio, previa recomendación de la 

Junta de Evaluación y Clasificación respectiva>> (Resaltado fuera del texto).  
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La norma precisa que el retiro del servicio por voluntad del Gobierno o de la 

Dirección General de la Policía Nacional tiene como requisito previo la 

recomendación de la Junta de Evaluación y Clasificación respectiva; pero es un 

asunto que ha tenido un amplio desarrollo jurisprudencial y por el que se ha 

dispuesto que pese a ser el ejercicio de la facultad discrecional, además de la 

recomendación, esta causal debe fundamentarse en razones de mejora del servicio 

bajo los principios de razonabilidad y proporcionalidad, advirtiendo que debe 

contener un estándar mínimo de motivación, que no esté plasmada en el acto de 

retiro, pero si debe existir y conocerse por el interesado.  

 

En materia de motivación de los actos administrativos que disponen el retiro del 

servicio en ejercicio de la facultad discrecional la H. Corte Constitucional, mediante 

Sentencia SU-172 de 2015, con ponencia de la magistrada Gloria Stella Ortiz 

Delgado, definió las siguientes reglas: 

 

1) Se admite que los actos administrativos de retiro discrecional de la Policía 

Nacional no necesariamente deban estar motivados en el sentido de relatar las 

razones en el cuerpo del acto como tal, pero, en todo caso, sí se exige que estén 

sustentados en razones objetivas y hechos ciertos y verificables; 

 

2) La motivación se fundamenta en el concepto previo que emiten las juntas 

asesoras o los comités de evaluación, el cual debe ser suficiente y razonado;  

 

3) El acto de retiro debe cumplir con los requisitos de proporcionalidad y 

razonabilidad, que se expresan en la concordancia y coherencia entre el acto 

discrecional y la finalidad perseguida por la Institución, esto es, el mejoramiento 

del servicio;  

 

4) El concepto emitido por las juntas asesoras o los comités de evaluación no debe 

estar precedido de un procedimiento administrativo, lo anterior, debido a que 

ello desvirtuaría la facultad discrecional que legalmente está instituida para la 

Policía Nacional, en razón de su función constitucional; 

 

5) La expedición de ese concepto previo sí debe estar soportado en unas diligencias 

exigibles a los entes evaluadores, como, por ejemplo, el levantamiento de actas o 

informes, que deberán ponerse a disposición del afectado, una vez se produzca 

el acto administrativo de retiro, y las cuales servirán de base para evaluar si el 

retiro se fundó en la discrecionalidad o en la arbitrariedad; 

 

6) El afectado debe conocer las razones objetivas y los hechos ciertos que dieron 

lugar a la recomendación por parte del comité de evaluación o de la junta 

asesora, una vez se expida el acto administrativo de retiro, por lo tanto, en las 

actas o informes de evaluación debe quedar constancia de la realización del 

examen de fondo, completo y preciso que se efectuó al recomendado; 
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7) Si los documentos en los cuales se basa la recomendación de retiro del policía 

tienen carácter reservado, los mismos conservarán tal reserva, pero deben ser 

puestos en conocimiento del afectado; 

 

8) Si bien los informes o actas expedidos por los comités de evaluación 

o por las juntas asesoras no son enjuiciables ante la jurisdicción 

contenciosa, deben ser valorados por el juez para determinar la 

legalidad de los actos. 

 

Posteriormente, el Máximo Órgano de la Jurisdicción Constitucional, en Sentencia 

SU-091 de 2016, con ponencia del magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, analizó 

la diferencia entre el retiro por llamamiento a calificar servicios y el retiro por 

voluntad del Gobierno o de la Dirección General o discrecional resaltando como 

características de esta última causal, las siguientes:  

 

1. Implica el ejercicio de una atribución legal que busca velar por el mejoramiento 

del servicio frente a situaciones que afectan el desempeño de la función 

institucional. 

 

2. No requiere de un tiempo mínimo de servicios por parte del uniformado.  

 

3. Se ejerce como potestad discrecional, cuando las condiciones particulares 

vulneren principios éticos y morales y generen pérdida de confianza.  

 

4. No constituye una sanción, pues su finalidad es garantizar la prestación de un 

buen servicio institucional y un continuo mejoramiento.  

 

5. Su único requisito es el concepto razonado, suficiente y previo de la 

junta de evaluación respectiva, fundamentado en razones objetivas y 

hechos ciertos, circunstancia que constituye la motivación del acto 

administrativo de retiro, requisito que debe ir acompañado de razonabilidad y 

proporcionalidad.  

 

Bajo ese derrotero, la H. Corte Constitucional concluyó que: <<el retiro 

Discrecional en las Fuerzas Militares y el retiro por Voluntad del 

Gobierno Nacional o del Director General de la Policía Nacional han 

sido instituidas con la finalidad de velar por el mejoramiento del servicio frente a 

casos de corrupción o graves situaciones que afecten el desempeño de la función 

institucional, en aras de garantizar la seguridad ciudadana y la misma seguridad 

del Estado, sin que se requiera que el uniformado haya tenido un tiempo mínimo 

de servicio con el cual adquiera el derecho a una asignación de retiro>>, y que <<… 

la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en afirmar que, los actos 

administrativos de retiro del servicio de los miembros de las Fuerzas Públicas –

sean por retiro discrecional o por llamamiento a calificar servicios-, que hubieren 
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sido proferidos por la administración en ejercicio de una facultad discrecional 

otorgada por la ley, deben encontrarse motivados; de manera que se garantice el 

derecho al debido proceso, el principio democrático y el principio de publicidad, 

además de las prerrogativas propias de un Estado de Derecho caracterizado por 

la sujeción de los poderes públicos al principio de legalidad y la proscripción de la 

arbitrariedad en las decisiones que afectan a los administrados>>. 

 

Al respecto, el Consejo de Estado26 también unificó su posición mediante sentencia 

del 7 de abril de 2022, bajo las siguientes reglas: 

 

<<Reglas de unificación. A guisa de corolario de lo que se deja consignado, 

respecto de las controversias relacionadas con el retiro tanto del personal 

uniformado de la Policía Nacional como de las fuerzas militares (cuya normativa 

resulta materialmente igual para efectos de esta situación administrativa) por 

voluntad del Gobierno en ejercicio de la facultad discrecional, la Sala fija las 

siguientes reglas jurisprudenciales:  

 

i) La recomendación de retiro del servicio de la respectiva junta asesora o de 

evaluación y clasificación, que sirve de sustento al acto administrativo definitivo, 

deberá estar respaldada en razones objetivas (sin visos de arbitrariedad o 

capricho), dejando plasmado el estudio pertinente y completo que fundamente la 

sugerencia de desvinculación, de acuerdo con los documentos que permitan 

entrever su correlación con los principios de proporcionalidad y razonabilidad. 

 

ii) En la diligencia de notificación del acto de retiro del servicio al interesado, la 

correspondiente institución deberá entregarle copia de la referida recomendación 

y sus soportes; y de comportar carácter reservado, de igual modo, se deberá 

garantizar su acceso a ellos, con la obligación de preservar tal condición. Lo 

anterior no habilita al retirado para recurrir la decisión en sede administrativa.  

 

iii) En caso de incumplimiento de los parámetros enunciados, el juez 

administrativo en el respectivo proceso deberá determinar si se satisfacen las 

condiciones de proporcionalidad y razonabilidad de la decisión administrativa, 

que le permitan conservar su presunción de legalidad, en armonía con las reglas 

de la sana crítica en la valoración probatoria de los documentos relevantes que 

despejen cualquier duda de arbitrariedad>>. 

 

Entonces, el retiro del servicio por voluntad de la Dirección General, pese a ser 

ejercicio por la facultad discrecional, tiene como límite el concepto previo de la 

Junta de Evaluación y Clasificación pertinente y estar contenido en un acto 

administrativo precedido de una motivación con razones objetivas y hechos ciertos 

probados y bajo las condiciones de proporcionalidad y razonabilidad de la decisión 

administrativa.  

 

 

26 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, sentencia proferida el 7 de abril de 2022, dentro 

del proceso No. 52001233100020090034901 e identificada con el No. CE-SUJ-SII-26-2022. 
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2.4. De la Junta de Evaluación y Clasificación.  

Como se citó líneas atrás, el retiro del servicio por voluntad de la Dirección General 

de la Policía Nacional debe estar precedido de la recomendación que emita la Junta 

de Evaluación y Clasificación correspondiente, según el artículo 22 del Decreto Ley 

1791 de 2000:  

 

<<ARTÍCULO 22. EVALUACIÓN DE LA TRAYECTORIA PROFESIONAL. 

La evaluación de la trayectoria profesional del personal estará a cargo de las Juntas 

de Evaluación y Clasificación que para cada categoría integrará el director general 

de la Policía Nacional. Las Juntas tendrán, entre otras, las siguientes funciones: 

1. Evaluar la trayectoria policial para ascenso. 

2. Proponer al personal para ascenso. 

3. Recomendar la continuidad o retiro en el servicio policial. 

PARAGRAFO 1. Para el ascenso a Brigadier General, la evaluación de la 

trayectoria policial de los Coroneles estará a cargo de la Junta de Generales, 

integrada por los Generales en servicio activo de la Policía Nacional. 

PARAGRAFO 2. El Director General de la Policía Nacional señalará las funciones 

y sesiones de la Junta de Generales, cuyas decisiones en todo caso se tomarán por 

mayoría de votos>> (Negrillas y subrayado fuera del texto original). 

 

Bajo esta misma óptica, el Decreto 1800 de 200027, en sus artículos 49 y 50 prevé 

que, para efectos de clasificación y evaluación se crean las Juntas para Oficiales y 

para Suboficiales, Nivel Ejecutivo y Agentes, cuya integración, funcionamiento y 

sesiones serán determinadas por el director general de la Policía Nacional. La 

función de la Junta será la de recomendar al comandante de Policía Metropolitana 

o Departamento de Policía, la continuidad o retiro por voluntad del director general 

de la Policía Nacional.   

 

La convocatoria a la Junta no se efectúa para analizar un caso concreto, sino que 

pretende cumplir la disposición legal prevista en el artículo 22 del Decreto 1791 de 

2000, y sus recomendaciones quedan consignadas en el acta respectiva, que debe 

contener la motivación que la sustenta. 

 

No obstante, lo anterior, la Corte Constitucional en sentencia citada 

precedentemente fue enfática en señalar que:  

 

<<El concepto emitido por las juntas asesoras o los comités de evaluación, no debe 

estar precedido de un procedimiento administrativo, lo anterior, debido a 

que ello desvirtuaría la facultad discrecional que legalmente está instituida para la 

 

27 “Por el cual se dictan normas para la evaluación del desempeño del personal uniformado de la Policía Nacional”. 
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Policía Nacional, en razón de su función constitucional28. No obstante, lo anterior, la 

expedición de ese concepto previo sí debe estar soportado en unas diligencias 

exigibles a los entes evaluadores, como por ejemplo el levantamiento de actas o 

informes, que deberán ponerse a disposición del afectado, una vez se produzca el acto 

administrativo de retiro, y las cuales servirán de base para evaluar si el retiro se 

fundó en la discrecionalidad o en la arbitrariedad. 

 

El afectado debe conocer las razones objetivas y los hechos ciertos que 

dieron lugar a la recomendación por parte del comité de evaluación o de 

la junta asesora, una vez se expida el acto administrativo de retiro. Por lo 

tanto, en las actas o informes de evaluación debe quedar constancia de la realización 

del examen de fondo, completo y preciso que se efectuó al recomendado. En tal 

examen se debe analizar, entre otros, las hojas de vida, las evaluaciones de 

desempeño y toda la información adicional pertinente de los policiales>> (Resaltado 

por el Despacho).  

 

Así las cosas, lo que se le notifica al interesado es el acto administrativo de retiro del 

servicio que se encuentra respaldado por la recomendación de la Junta y, es con la 

expedición de dicho acto que se materializa la decisión que crea, modifica o extingue 

la situación jurídica particular y concreta del policial y respecto de la cual puede 

manifestar su inconformidad, ya sea en sede administrativa o en sede judicial. Esto 

no quiere decir que el ejercicio de la facultad discrecional sea arbitrario, pues en 

todo caso el acta de la junta debe estar motivada y hace parte de la sustentación del 

acto administrativo de retiro.  

 

 

2.5. Del caso en concreto 

 

Está demostrado en el plenario que la demandante, patrullera Laura Patricia 

Zuleta Quintero, prestó sus servicios a la Policía Nacional. 

 

Y que mediante Resolución 02212 del 06 junio 2014, fue retirada del servicio por 

voluntad de la Dirección General. 

 

 

28 Según se explicó en los fundamentos 29 a 42 de esta providencia, la Policía Nacional cumple, entre otras, las funciones 
constitucionales de servir a la comunidad, asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo y proteger a todas 
las personas residentes en Colombia.  
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(…) 

 
 

 

Del contenido del acto administrativo de retiro, se observa que la decisión de retiro 

tuvo como fundamento la recomendación de la Junta de Evaluación y Clasificación 

para Suboficiales, personal del Nivel Ejecutivo y Agentes de la Policía Nacional, la 

cual quedó consignada en el Acta No. No. 008 APROP-GRURE-3-22 del 05 de junio de 

2014, que fue allí trascrita, por lo que su motivación es extensa. 
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(…) 
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(...) 

 
 

Dentro de la motivación se lee que, la Junta efectuó una evaluación de la trayectoria 

de la patrullera Laura Patricia Zuleta Quintero y encontró que, para ese 

momento acumulaba un tiempo de servicios de 4 años, 4 meses y 22 días, pues 

ingresó a la Policía Nacional el 14 de enero de 2010, dada de alta el 10 de diciembre 

de 2014 como patrullero mediante Resolución No. 04057 de la misma fecha y año; 

laborando en la actualidad en Dirección de Protección y Servicios Especiales.  hizo 

un recuento sobre el informe rendido el 04 de junio de 2014 por el señor patrullero 

Yeison Mauricio Marín Osorio, hombre de Protección Secretaría para la Seguridad 

Presidencial, quien reportó la novedad del mensaje de datos recibido por la 

accionante.  
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Tras este análisis la Junta concluyó que, al estar prohibida la participación de 

uniformados en política, y con el informe relacionado se ha puesto en evidencia que 

la patrullera Laura Patricia Zuleta Quintero, con su actuar vulneró el máximo 

mandato Constitucional, así como lo establecido en la Ley 62 de 1993, que refiere 

que “la Policía Nacional, como parte integrante de naturaleza civil, a cargo de la nación, 

esta instituida para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, 

honra, bienes creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento 

de los deberes sociales del estado y de los particulares. Así mismo para el mantenimiento 

de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para 

asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz”. Y que la define como la 

institución sin inclinaciones ni afecciones políticas. (…) en consecuencia, habiendo 

expuesto los motivos determinantes de la afección al servicio, los integrantes de la 

Junta con voz y voto consideran viable recomendar al señor director general de la 

Policía Nacional, por votación unánime el retiro de la Srta. Laura Patricia Zuleta 

Quintero, por la causal de Voluntad de la Dirección General de la Policía Nacional, 

por razones del servicio y en forma discrecional.  

 

Hasta aquí es claro que, la administración al hacer uso de su facultad discrecional 

observó los requisitos formales establecidos para ello, es decir que, se fundamentó 

en el concepto previo de la Junta extensamente motivado; para luego emitir el acto 

administrativo que aquí se demanda esto es Resolución 02212 del 06 de junio de 

2014; ahora bien, procede el Despacho a analizar los cargos de (i) infracción de las 

normas en que debía fundarse, (ii) falsa motivación y (iii) desviación de poder 

endilgados por el demandante.  

 

2.5.1. Desviación de poder 

 

La desviación de poder se configura, según análisis del Consejo de Estado29: 

 

29 Sección Segunda, Subsección A, sentencia proferida el 25 de noviembre de 2021, con ponencia del consejero Gabriel 

Valbuena Hernández, dentro el proceso 11001032500020110055500. 
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<< (…) cuando el acto administrativo persigue un fin espurio, innoble o dañino, 

distinto a los que ha fijado el ordenamiento jurídico, como es el de interés general 

o el mejoramiento del servicio, fines que, dicho sea de paso, se presumen. De tal 

suerte que en su actuar el funcionario desvía los fines de las competencias 

otorgadas, disfrazando la actuación con un manto de legalidad, el cual encubre la 

motivación subjetiva y arbitraria que conlleva a la expedición del acto.(…) Ahora 

bien, cuando se arguye esta causal de nulidad, es una obligación de quien afirma 

la existencia de la misma llevar al Juez Administrativo, los medios que conduzcan 

a desvirtuar la citada presunción, siendo entonces, el análisis de las probanzas 

arrimadas al proceso, las que permiten determinar sí, efectivamente los hechos que 

se alegan como constitutivos de la causal de nulidad, están presentes en la 

expedición del acto acusado, de forma tal, que desvirtúen la legalidad que 

resguarda a todo acto administrativo>>. /Subrayas del Despacho/ 

 

Para el Despacho no se configura esta causal de nulidad, por las siguientes razones:  

 

Frente al argumento según el cual el retiro de la accionante se hizo desviación de 

poder, no halla sustento en ninguna probanza que desvirtué la legalidad que 

resguarda dicho acto administrativo.  

 

Para este juez, el análisis de la Junta trascrito en el acto administrativo de retiro da 

cuenta de anotaciones, del incumplimiento cometido por la accionante con el cual 

perdió la confianza de la institución, máxime que no se cuestiona que ésta en efecto 

compartió dicho mensaje tal y como lo relata en el hecho No. 14 de la demanda30,  el 

desconocimiento y/o desacato del Instructivo No. 023 del 04 de octubre de 2012, por 

medio del cual se fijan “Lineamientos para el correcto uso y administración de las redes 

sociales.” Y si bien es cierto, las anotaciones positivas que se consignan en la hoja de 

vida de los policiales son una prueba contundente de su desempeño en las labores 

propias del cargo y pueden denotar el compromiso con la Institución y con su labor, 

también lo es que no pueden considerarse como el único instrumento a tener en 

cuenta y que la jurisprudencia ha dado al juez una facultad de análisis y de 

interpretación para evaluar los elementos de juicio pertinentes; respecto de ello vale 

la pena citar lo señalado por el Consejo de Estado31, en la que precisó: 

 

<<Frente al tema, ha sido reiterada la jurisprudencia de la Sección al señalar en 

casos similares que, todo acto discrecional de retiro del servicio supone el 

 

30 “El día 28 de mayo de 2014 por medio del WhatsApp’ la hoy actora reenvió un mensaje de texto que le había llegado a su 

teléfono celular, al compañero, paisano y a quien consideraba su amigo, y a quien conocía desde mucho tiempo antes de 

ingresar a la Policía patrullero YEISON MAURICIO MARIN OSORIO que contenía una información al parecer relacionado 

con aspectos de análisis de los diálogos de paz que se llevan en la Habana Cuba, se repite que el remitente del mensaje era 

compañero, con el que la actora creía que tenía cierta afinidad por ser paisanos, se conocen desde el ANO 2005 

aproximadamente, tanto ellos como sus familias y compañeros de trabajo; lo que indica que Tienen o tenían familiaridad 

en su trato, el mensaje no es de autoría intelectual de la actora y en círculos policiales se indica que ese mensaje llego a 

muchísimos policías y que fue reenviado entre toda los miembros de la institución.” 
31 Sentencia del 22 de julio de 2015, con ponencia del consejero Jorge Octavio Ramírez Ramírez, dentro del proceso No. 

25000-23-25-000-2000-00207-01 
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mejoramiento del mismo y en este orden, corresponde al juez evaluar los elementos 

de juicio existentes en el expediente que permitan desvirtuar tal presunción, y en ello 

cobra importancia los antecedentes en la prestación de la labor, como se dijo. Vale 

decir, las anotaciones recientes en la hoja de vida del servidor, conforme a la cual es 

dable inferir su moralidad, eficiencia y disciplina, parámetros para justificar las 

medidas relacionadas con el mantenimiento o remoción del personal. Todo sin que 

lo anterior quiera decir, que ellas son las únicas razones por las cuales la 

administración puede hacer uso de la facultad discrecional para ordenar el retiro de 

los miembros de las fuerzas armadas>>.  

 

Adicionalmente, se debe señalar que tanto la Corte Constitucional como el Máximo 

Órgano de lo Contencioso Administrativo, han reiterado que la facultad de retiro no 

puede verse limitada por la hoja de vida y el buen desempeño del uniformado, habida 

cuenta que tal aspecto <<no enerva la facultad discrecional del nominador ya que 

la condición de ser buen funcionario es o debe ser una característica propia de todo 

empleado público, de manera que la eficiencia y la eficacia del servidor comporta 

un deber para el ejercicio del cargo y no, en principio, un fuero o condición 

excepcional del servidor>>32. 

 

Lo anterior, fue reiterado recientemente por el Consejo de Estado, en fallo de tutela 

contra providencia judicial, resaltando lo siguiente:  

 <<(…), la Sala encuentra que la sentencia acusada desconoció que, conforme 

con la jurisprudencia de la Sección Segunda del Consejo de Estado y de la 

propia Corte Constitucional, el buen desempeño laboral no otorga fuero de 

estabilidad, pues, de aceptarse lo contrario, se impediría el relevo en la line 

jerárquica de los cuerpos armados. Concretamente, sobre este punto la Sección 

Segunda del Consejo de Estado ha explicado:  

  

Tratándose de decisiones discrecionales como la acusada, el registro en la 

hoja de vida del actor de unas calificaciones superiores en el desempeño de 

las funciones constitucional y legalmente asignadas no genera por sí solas 

fuero alguno de estabilidad ni pueden limitar la potestad discrecional que 

el ordenamiento le concede al nominador, pues ha sido criterio de la 

Corporación que la idoneidad para el ejercicio del cargo y el buen 

desempeño de las funciones, no otorgan por sí solos a su titular 

prerrogativa de permanencia en el mismo, pues lo normal es el 

cumplimiento del deber por parte del funcionario.   

  

En el caso de la Policía Nacional, como en el de otras instituciones de 

seguridad nacional, el servicio tiene unas exigencias de confiabilidad y de 

eficiencia en procura del cumplimiento de las funciones constitucional y 

legalmente asignadas, que implican que los altos mandos puedan contar, 

en condiciones de absoluta fiabilidad, con el personal bajo su mando, lo cual 

justifica que bajo criterios de razonabilidad y proporcionalidad el 

 

32 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Sentencia de 24 de junio de 2008. 

Radicado No.  50001-23-31-000-1998-07066-01 (7066-05). CP Dr. Jesús María Bustamante.    
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nominador pueda ejercer la facultad de libre remoción>>33. (Subraya fuera 

de texto original)   

 

Ahora bien, precisa el Despacho que, pese a que estos pronunciamientos traídos en 

cita, fueron proferidos en casos en los cuales la causal de retiro invocada fue 

<<llamamiento a calificar servicios>>, la interpretación que los Órganos de cierre 

dan al deber que tiene todo servidor de cumplir de manera eficiente y eficaz con su 

labor, resulta perfectamente compatible con el análisis del caso concreto, en el cual 

la causal de retiro es la denominada <<por voluntad de la Dirección General>>, 

máxime si se tiene en cuenta que las decisiones discrecionales se presumen 

adoptadas en aras del mejoramiento del servicio.  

 

En consecuencia, bajo estos mismos argumentos, no es la entidad demandada la que 

debe demostrar que con el retiro del policial se mejoró el servicio, es el demandante 

quien debió desplegar toda la actuación probatoria para acreditar que se configuró 

la desviación de poder y que, lejos de mejorar el servicio lo que se presentó fue la 

afectación, en consideración no solo al ejercicio de la facultad discrecional, sino 

también a la presunción de legalidad que cobija a los actos administrativos, pero ello 

no fue probado.  

 

2.5.2. Falsa motivación  

Esta causal de nulidad ha sido explicada por el Consejo de Estado34 en los siguientes 

términos:  

 

<<En este sentido, el Consejo de Estado35 ha indicado que los motivos de un acto 

administrativo constituyen uno de sus fundamentos de legalidad, a tal punto que 

cuando se demuestra que estas razones que se expresan en el acto, como fuente del 

mismo, no son reales, no existen o están distorsionadas, se presenta un vicio que lo 

invalida, llamado falsa motivación. 

 

Por ello, ha explicado36 que el vicio de nulidad es el que afecta el elemento causal de 

la decisión, relacionado con los antecedentes de hecho y derecho que facultan su 

expedición y, por lo tanto, el impugnador tiene la carga de demostrar que lo 

expresado en el acto administrativo no corresponde a la realidad. 

 

Según lo precedente, el Consejo de Estado37 ha afirmado que la falsa motivación del 

acto ocurre cuando: i) se presenta inexistencia de fundamentos de hecho o de 

derecho en la manifestación de voluntad de la administración pública; ii) los 

 

33 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Fallo de 15 de noviembre de 2017. Radicado 

No. 11001-03-15-000-2017-02334-00. CP. Dr. Julio Roberto Piza Rodríguez. Providencia confirmada por la Sección Quinta 

de la Corporación mediante sentencia de15 de febrero de 2018 con ponencia del Dr. Alberto Yepes Barreiro.     

34 Sentencia proferida por la Sección Segunda, Subsección A, con ponencia del consejero William Hernández Gómez, el 18 

de noviembre de 2021, dentro del proceso 25000234200020160203401. 

35 Consejo de Estado, Sección Primera. Sentencia del 14 de abril de 2016. Radicación: 25000232400020080026501.  

36 Ibidem 

37 Ejusdem. 
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supuestos de hecho esgrimidos en el acto son contrarios a la realidad, bien sea por 

error o por razones engañosas o simuladas; iii) el autor del acto le ha dado a los 

motivos de hecho o de derecho un alcance que no tienen, y iv) razones que sirven de 

fundamento al acto no justifiquen la decisión>>.  

  

La demandante en este punto señaló:  

 
 

Tal y como se observa solo relata en lo que consiste la falsa motivación, pero no 

esgrime las razones por las cuales en este caso particular y concreto se materializa 

una falsa motivación en la promulgación del acto administrativo demandado, es 

decir no desvirtúa la presunción de legalidad de dicho acto.   

 

Ahora bien, se insiste su buen desempeño laboral antes del hecho por el cual se le 

generó la pérdida de confianza, no le genera un fuero de estabilidad laboral.  

 

Adicionalmente, el Consejo de Estado en la sentencia de unificación del 7 de abril de 

2022, citada en precedencia, al analizar un argumento similar al aquí expuesto lo 

desestimó por las siguientes razones:  

 

Igualmente, la Sala evidencia que en la evaluación de desempeño policial de 2008 

el demandante obtuvo una calificación de 1200 puntos (de naturaleza superior) y, 

aunque en esta no tuvieron injerencia los cuatro llamados de atención, no por ese 

hecho se puede desestimar su existencia e influjo en el buen desempeño 

del servicio, que es exigible de los servidores públicos, en general, y de 

los integrantes de la fuerza pública, en particular, como representantes 

inmediatos del Estado, quienes, además, expresan su imagen y a la vez su realidad 

ante el conglomerado social, por consiguiente, deben actuar con mayor pulcritud y 

respeto en el desenvolvimiento de su servicio oficial.  
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(…) 

 

Por su parte, las aludidas anotaciones se hicieron en cuanto a aspectos 

comportamentales distintos e incluso algunos abstractos y genéricos a los 

indicados en los mencionados oficios, tales como los concernientes al trabajo en 

equipo, el compromiso institucional, la administración eficiente de los recursos, el 

dominio y conocimiento de su trabajo, la promoción y el desarrollo de la 

transformación cultural e institucional y la racionalización del gasto, de cuyo 

contenido particular no es factible determinar los parámetros exactos tenidos en 

consideración por el evaluador, por lo que la aparente contradicción, entre los 

cuatro requerimientos y las anotaciones consignadas en el formulario 2 de 

seguimiento de la evaluación del desempeño policial de 2008, no existe, toda vez 

que los aspectos calificados (al ser genéricos) difieren claramente de las 

tareas puntuales desatendidas.  

 

Por ende, carece de asidero jurídico la afirmación del demandante de que las 

razones de servicio aducidas en el acto administrativo demandado «[…] 

contradice[n] a todas luces el excelente desempeño profesional del oficial […]», 

puesto que, además de lo anterior, pese a que en las evaluaciones de desempeño 

policial obtuvo un puntaje de carácter superior en los últimos tres años de servicios 

(2006-2008), obsérvese que esas calificaciones las realizó un funcionario diferente 

al comandante del departamento de policía al que pertenecía el actor 

(subcomandante [2008] y comandantes operativo de seguridad ciudadana [2006 

y 2007], de la estación centro y del primer distrito de Pasto [2007]), de acuerdo con 

las anotaciones realizadas en el formulario de seguimiento, también diligenciadas 

por ellos, de las cuales ya en los años 2006 y 2007 presentaba algunas acerca de su 

falta de compromiso institucional e incumplimiento a las órdenes impartidas por 

sus superiores.  

 

Asimismo, recuérdese que la valoración probatoria debe hacerse respecto de toda 

la documentación y demás pruebas que se hayan allegado al proceso, por lo que no 

puede pretender el accionante que solo se tenga en cuenta el puntaje de 

su calificación para desvirtuar las demás circunstancias que rodeaban 

su desempeño policial (existencia de los hechos indicados en el acto 

administrativo) y que evidenciaban conductas no acordes a la misión 

institucional.  

 

Se reitera, que en atención a las finalidades de la fuerza pública dentro del Estado 

social de derecho, en particular la preservación de orden público, su personal 

debe contar con la más alta aptitud, compromiso, confianza y 

responsabilidad en el ejercicio de sus funciones públicas, de ahí que el 

Gobierno nacional (en el caso de los oficiales) tenga la posibilidad de ejercer de 

manera discrecional la facultad concedida legalmente para disponer el retiro del 

servicio de aquellos uniformados que no colmen los estándares de buen 

servicio de la institución castrense o policial.  

 

Por consiguiente, no es dable concluir, como lo pretende el accionante, que 

la Administración estaba obligada a mantenerlo en el servicio activo de 

la Policía Nacional, con desconocimiento de falta de compromiso 
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institucional y responsabilidad en las labores encomendadas, como el 

hecho de brindar respuesta acerca de varios asuntos puntuales a su cargo (como se 

dejó consignado en los oficios en los que se le llamó la atención y que motivaron su 

retiro), situaciones que no concuerdan con su propósito como servidor uniformado 

de contribuir al cumplimiento de las metas institucionales.  

 

Esta Sala comparte el criterio del señor agente del Ministerio Público, delegado 

ante esta Corporación, en cuanto a que, pese a las felicitaciones y 

anotaciones positivas que obtuvo el demandante durante su servicio, 

así como las calificaciones superiores en los últimos tres años, eso «[…] 

no da certeza sobre condiciones y calidades por fuera de lo esperado 

[…]» (f. 449), toda vez que dada la pertenencia del actor a la fuerza pública y su 

rango dentro de la escala de oficiales de la Policía Nacional, su comportamiento 

debía tender hacia un grado de excelencia, y aquellas felicitaciones y 

anotaciones positivas no evidencian que estuviera muy por encima del 

nivel de exigencia que se requiere del personal de oficiales>> (Resaltado 

por el Despacho).   

 

Para esta Sede Judicial, los argumentos del Consejo de Estado encajan en la situación 

de la señora Laura Patricia Zuleta Quintero, dichas anotaciones positivas atienden al 

deber ser y no a una característica especial o excepcional que le haga merecedora de 

estabilidad o de un tratamiento preferencial; además, no tienen la virtualidad de 

sobreponerse o desconocer los incumplimientos de las funciones, actividades y 

responsabilidades encomendados, que a la postre, afectaron el buen servicio. 

 

Además, encuentra el Despacho que la Junta no solamente tuvo en cuenta la falta 

cometida, esto es, remitir dicho mensaje por WhatsApp, sino el hecho de que además 

de estar prohibido participar en política, no acató el Instructivo 023 del 04 de octubre 

de 2012, “Lineamientos para el correcto uso y administración de las redes sociales.”, 

tampoco acató el Instructivo 01/03/ 005 del 10 de enero de 2014 Instrucciones generales 

para evitar la fuga de información que afecte la seguridad institucional, así como sus anexos, 

se destacó o tuvo mayor relevancia que para ese momento la accionante se desempeñaba 

en el área de protección, del esquema de seguridad de la Dra. Martha Lucia Ramírez, 

quien para la fecha era candidata a la presidencia de la República, tal y como dijo 

la entidad tal rol, demandaba de la accionante la máxima discreción, 

reserva, confidencialidad e imparcialidad.  

 

2.5.3. Infracción de las normas en que debía fundarse.  

 

Finalmente, tal y como se indicó en la parte considerativa de esta sentencia 

numerales 2.3 y 2.4, el marco normativo se encuentra consagrado en el Decreto 1791 

de 2000, arts. 54, 55 y 62, y el retiro del servicio por voluntad de la Dirección General 

de la Policía Nacional, el cual debe estar precedido de la recomendación que emita 

la Junta de Evaluación y Clasificación correspondiente art. 22 del mencionado 

Decreto.  

 

Ahora bien, se puede observar con diafanidad que el acto demandado, había sido 
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precedido de la recomendación de la Junta correspondiente y se sustentó en la 

normativa adecuada:  

 

 

 
 

Bajo estas consideraciones el demandante no logró desvirtuar en juicio la presunción 

de legalidad del acto administrativo acusado y, en consecuencia, se negarán las 

pretensiones de la demanda.     

 

3. Condena en costas  
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Finalmente, el artículo 188 del CPACA, adicionado por el artículo 47 de la Ley 2080 

de 2021, y el artículo 365 del CGP, establecen la posibilidad de condenar en costas, 

si hubiere lugar a ello; sin embargo, en el caso concreto, no se observa que la parte 

actora hubiera presentado la demanda con manifiesta carencia de fundamento legal; 

por lo tanto y conforme con lo expuesto no se condenará en costas en esta instancia 

procesal. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Noveno Administrativo del Circuito 

Judicial de Bogotá, administrando Justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO: NEGAR las pretensiones de la demanda, conforme a la parte motiva. 

 

SEGUNDO: SIN CONDENA EN COSTAS en esta instancia, por lo señalado en 

la parte considerativa. 

 

TERCERO: REMITIR copia de esta providencia, en los términos del artículo 205 

del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, a los siguientes 

correos electrónicos:  

decun.notificacion@policia.gov.co;  

ancizaroga@gmail.com; rodriguezcaldasabogados@gmail.com  

 

CUARTO: Ejecutoriada la presente providencia, ARCHIVAR el expediente, 

previas las constancias de rigor. 

 

QUINTO: Esta providencia DEBE incorporarse al expediente digitalizado, 

organizado en OneDrive, ordenando alimentar simultáneamente el sistema de 

información Justicia XXI y el de la Rama Judicial Web.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARIA CECILIA PIZARRO TOLEDO 

Juez 
JAC 
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